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PROPUESTAS DE ENMIENDAS DEL CERMI AL PROYECTO DE LEY REGULADORA DEL FACTOR DE SOSTENIBILIDAD Y DEL ÍNDICE DE REVALORIZACIÓN DEL SISTEMA DE PENSIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL
1. Por las razones que se recogen en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley (y que son objeto de unos comentarios más extensos en la Memoria de impacto) la norma proyectada tiene dos objetivos diferenciados (aunque concatenados, en cuanto que ambos se dirigen a mantener la viabilidad y sostenibilidad del sistema de pensiones, si bien por la línea de contención del gasto, sin que se refleje ninguna medida por la parte del ingreso).
a) De una parte, modificar la forma de actualización de las pensiones de la Seguridad Social que, frente al criterio legal vigente (establecido en 1997, siguiendo las recomendaciones del Pacto de Toledo, así como los compromisos del Acuerdo social de 9 de septiembre de 1996), consistente en la revalorización en función de la evolución real del IPC, sustituye el mismo por un denominado “índice de revalorización”, que va a tomar en consideración todo un conjunto de variables que afectan al sistema y que, al menos en la situación actual y la que se prevé al medio plazo, va a implicar un pérdida del poder de compra de las pensiones.
b) De otra, el establecimiento de un “factor de sostenibilidad” mediante el que se pretende que el sistema de pensiones pueda hacer frente a los desafíos demográficos y que, tras su implantación, va a suponer una reducción de la cuantía inicial de las pensiones, en función de cómo haya variado la esperanza de vida de la cohorte de población, a los 67 años, respecto de la esperanza de vida a dicha edad en la fecha de partida. 
2. Dado que el índice de revalorización afectara a las personas con discapacidad, que perciban una pensión de la Seguridad Social, en los mismos términos que al conjunto de la población pensionista, las observaciones del CERMI se van a centrar en el denominado “factor de sostenibilidad”, no sin mostrar la preocupación de la pérdida del poder adquisitivo de las pensiones que, además, va a operar sobre unas personas que, en razón de la discapacidad, se ven enfrentados a unos gastos superiores a personas, en su misma situación económica, pero sin discapacidad, implicando todo ello su empobrecimiento, lo cual puede ser problemático, en especial para las personas con discapacidad cuyas pensione se sitúan en los importe mínimos o que son beneficiarias de pensiones no contributivas.

3. Respecto del factor de sostenibilidad, tanto la exposición de motivos del Proyecto, como la memoria de impacto de la misma, justifican su establecimiento en la necesidad de mantener la proporcionalidad entre las contribuciones ingresadas y las prestaciones a recibir, asegurando el riesgo asociado al incremento de la longevidad y ajustando la equidad intergeneracional (no debe olvidarse que este factor de sostenibilidad es el mismo que se presentaba en el Informe del Comité de Expertos, que lo calificaban como “FEI” –factor de equidad intergeneracional-).
Pues bien, si es la equidad uno de los elementos básicos en los que descansa la justificación del factor de sostenibilidad, ha de ponderarse que la equidad debe predicarse de quienes se encuentran en una situación de partida similar, pero no –como se deduce de la propuesta- respecto de para quienes esa situación de partida es diferente, con lo que, de no adoptarse medidas compensatorias se quebraría el principio de equidad que pretende establecerse (si hiciésemos un paralelismo entre la “equidad” y la “igualdad”, habría que traer a colación la doctrina del Tribunal Constitucional sobre que tan ilegítimo “tratar desigual a los iguales, como dar un tratamiento igualitario, a los desiguales”).

4. Pues bien, ese efecto puede darse en la aplicación del factor de sostenibilidad a las personas con discapacidad que entran en la jubilación, ya que, conforme se señala en el texto del Proyecto, la pensión que resulte (en función de la base reguladora y el porcentaje por períodos de cotización) va a verse modificada en función de cómo haya variado la esperanza de vida a la edad de los 67 años.

Ahora bien, esa variable (la esperanza de vida a una determinada edad) va a contemplarse –salvo que en el propio Proyecto se estableciesen las excepciones o particularidades correspondientes- en función del conjunto de personas con 67 años, obviando que, precisamente en razón de la discapacidad, las personas que llegan a la pensión tienen una esperanza de vida que resulta menor que la establecida con carácter general.

Con ello, las personas con discapacidad que acceden a la pensión pueden verse afectadas por una minoración de su cuantía, en razón del crecimiento de la esperanza de vida a los 67 años, cuando (moviéndonos en media y para la globalidad del grupo de personas con discapacidad) para él no se va a producir ese aumento, que implicase un mayor período de percibo de la pensión.
5. En función de todo ello, se solicita que, mediante la inclusión en el texto del Proyecto, se incorpore una disposición adicional en el siguiente sentido:

“Disposición adiciona XXX. Personas con discapacidad.

Para la aplicación del factor de sostenibilidad a las personas con discapacidad, la variación de la esperanza de vida de los pensionistas se obtendrá según las tablas de mortalidad de la población pensionista de la Seguridad Social por jubilación con discapacidad”.

En el caso que la Seguridad Social no disponga de esas tablas, podrían utilizarse las tablas de mortalidad de las personas con discapacidad del INE u otro Organismo público.
Alternativamente, el contenido de la disposición adicional que se propone, podría simplificar la aplicación del factor de sostenibilidad para las personas con discapacidad que entran en pensión de jubilación en la forma siguiente:

“Si la persona que entra en la pensión de jubilación presenta una discapacidad reconocida oficialmente, la aplicación del factor de sostenibilidad regulado en el Capítulo I será objeto de minoración teniendo en cuenta el efecto de la propia discapacidad en la esperanza de vida de la población en estas circunstancias”.
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